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CAPÍTULO I: 
Planteamiento metodológico
1.1. PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN

El problema en que se centra la investigación, es aquel que denominamos: Empirismos Normativos y discrepancias teóricas en Análisis de la libertad de trabajo en la Nueva Ley Universitaria N° 30220, en el Departamento de Lambayeque periodo 2014-2015 (Ver anexo 3)
Existen Empirismos Normativos debido a que el Artículo 84º de la nueva Ley Universitaria señala que el periodo de evaluación para el nombramiento y cese de los profesores ordinarios, la edad máxima para el ejercicio de la docencia en la universidad pública es setenta años. Pasada esta edad solo podrán ejercer la docencia bajo la condición de docentes extraordinarios y no podrán ocupar cargo administrativo.

El artículo 22 de nuestra Constitución señala: El trabajo es un deber y un derecho. Es base del bienestar social y un medio de realización de la persona¨ 

Existen discrepancias teóricas, debido a que señalan las causas para el cese obligatorio de los docentes universitarios mayores de 70 años son: a) cierta decadencia en la exposición de las clases y en la investigación a partir de esa edad; b) permitir el acceso de los docentes de edad menor a la máxima a los niveles más elevados ocupados por docentes que cumplen la edad máxima; c) promover una renovación en la enseñanza y la investigación, partiendo de la consideración de que es más probable que sea aportada por docentes más jóvenes.

1.1.1. Antecedentes del Problema

1.1.1.1. 
Desde cuándo existen o se tienen referencias sobre este tipo de problema: 

a) En el mundo.
En Argentina, Los tres sindicatos docentes de la universidad aseguran que este mes entre 700 y mil profesores de 65 años serán obligados a jubilarse, porque la UBA no les reconoce el derecho a seguir enseñando cinco años más, como fija la ley. 

Los tres gremios con representación entre los docentes de la Universidad de Buenos Aires (UBA) denuncian que entre setecientos y mil profesores se encuentran forzados a jubilarse a fin de mes. Se trata de docentes que ya cumplieron 65 años y a quienes la UBA –según la denuncia gremial– no les permite optar por seguir enseñando hasta los 70 años, como prevé la ley 26.508, sancionada en 2009. Para las autoridades de la UBA, el derecho a esa opción “violenta la autonomía universitaria” al contradecir el estatuto de la institución, que fija en los 65 años la edad tope para ejercer la docencia. Hasta tanto se dirima judicialmente el conflicto entre la ley y el estatuto de la UBA, el Consejo Superior de la Universidad dispuso habilitar la opción, pero sólo para los profesores regulares (concursados), excluyendo del beneficio a los docentes interinos (contratados). 

b) En el país
La sentencia a la que me refiero (Expte. 594-99-AA/TC, El Peruano, 16-6-2000, pág. 3122) dice en su parte considerativa: “Que si bien es cierto, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 35º inciso a) del Decreto Legislativo Nº 276, Ley de Bases de la Carrera Administrativa, concordante con lo señalado con el inciso a) del artículo 186º del Decreto Supremo Nº 005-90-PCM, Reglamento de la citada Ley, una causa justificada para cesar definitivamente a un servidor público es cumplir los setenta años de edad, sin embargo se debe tener presente que dicha disposición no es aplicable a los docentes universitarios, ya que de acuerdo con lo establecido en el inciso g) del artículo 52º de la Ley Nº 23733, Ley Universitaria, sólo le es aplicable a los docentes universitarios los derechos y beneficios de los servidores públicos sujetos al Decreto Legislativo Nº 276, por lo que no corresponde unilateralmente a la demandada cesar de su condición de docente al demandante por el solo hecho de haber alcanzado la edad de 70 años”

Ninguna cita ni alusión a algún artículo de la Constitución.

Esta sentencia se centra en la frase: “sólo le es aplicable a los docentes universitarios los derechos y beneficios de los servidores públicos sujetos al Decreto Legislativo Nº 276”. De la lectura del inc. g) del artículo 52º de la Ley Universitaria 23733 no se puede concluir, sin embargo, que los docentes de universidades públicas no hubieran podido ser cesados al cumplir 70 años. Al contrario, sí podían serlo, aplicándoles el artículo 27º de la Constitución que dispone: “La ley otorga al trabajador adecuada protección contra el despido arbitrario.” Esta protección la asumía la Ley Universitaria al acordarles a los docentes de las universidades públicas la garantía (derecho y beneficio) de la estabilidad hasta los 70 años, y no después de alcanzar esta edad, como sucedía con los demás empleados públicos. Por lo tanto, la acción de amparo hubiera procedido si el docente de una universidad pública hubiera sido cesado sin causa justificada antes de cumplir los 70 años.

Tan anómala situación, de la cual se han prevalido los docentes que iban cumpliendo 70 años para quedarse enseñando, pertenece ahora al pasado. El embalse provocado con su actitud ha sido desatascado con la nueva Ley Universitaria Nº 30220.

En efecto, según el art. 84º de ésta, los docentes universitarios ordinarios cesan al cumplir 70 años, disposición que se aplica a quienes lleguen a esa edad en el futuro y a quienes ya la hayan alcanzado. Esta norma se ajusta al artículo 41º de la Constitución que dispone: “La ley establece la responsabilidad de los funcionarios y servidores públicos, así como el plazo de inhabilitación para la función pública.” Los docentes de las universidades públicas ejercen una función pública y son empleados públicos, y una ley pertinente a ellos ha fijado en 70 años la edad a partir de la cual quedan inhabilitados legalmente para continuar en tal calidad, otra forma de decir, en concordancia con el art. 27º de la Constitución, que antes de llegar a los 70 años el despido de un docente universitario sin causa justificada es arbitrario, puesto que está habilitado para continuar en su función docente. Después, ya no.

En algunas universidades públicas se observa cierta resistencia a acatar la norma sobre la edad máxima en la docencia universitaria. Cierto número de docentes de más de 70 años no quieren irse, y las autoridades universitarias docentes, de más de 70 años igualmente, lo admiten. Algunos jueces han hecho lugar en primera instancia a las acciones de amparo presentadas por esos docentes, otra manifestación de la crisis del Poder Judicial. Supongo que la Oficina de Control del Poder Judicial y el Consejo Nacional de la Magistratura tendrán que abrirles proceso administrativo por prevaricato.

Un docente de derecho de más de 80 años (cesado como magistrado judicial a los 70) habría dicho que la nueva Ley Universitaria no lo comprendería, porque él ingresó a la carrera docente universitaria con la ley anterior. Se debería entender, por lo tanto, según su singular punto de vista, que él seguiría rigiéndose por la Ley 23733, no sólo en el aspecto que le conviene (que no lo ampara precisamente, como se ha visto), sino también en los demás. Esto equivale a decir que la nueva Ley Universitaria no entraría en vigencia para él ni para sus colegas mayores de 70 años. El docente en cuestión enseña Derecho Civil y es probable que en alguna de sus clases haya explicado “el efecto inmediato de la ley”, previsto en el artículo III del Título Preliminar del Código Civil, cuya fórmula es la siguiente: “La ley se aplica a las consecuencias de las relaciones y situaciones jurídicas existentes.” El artículo 103º de la Constitución fue modificado, en noviembre de 2004, para darle un texto similar, pero más preciso: “La ley, desde su entrada en vigencia, se aplica a las consecuencias de las relaciones y situaciones jurídicas existentes”, modificación que fue parte de la reforma constitucional de ese año para terminar con la nivelación automática de las pensiones del D.Ley 20530, dispuesta por esa reforma, y que, en virtud del “efecto inmediato de la ley”, se aplicó en seguida a “los regímenes pensionarios a cargo del Estado”

c) A nivel Regional
Con la nueva ley, en el mejor de los casos, al docente cesado se le cederá aquél curso que los activos no quieran tomar; recibirá unas horas mientras dure el dictado del curso: sólo por  cuatro meses, y nuevamente se quedará en la calle, para volver a ver caras y mendigar algunas horas: no tendrá la tranquilidad de contar con un presupuesto familiar estable. Le acosará la inseguridad,  la precariedad y la humillación por el resto de sus años de vida

Castillo (2014) en su investigación denominada “El contenido Constitucional del Derecho al Trabajo” señala: Los problemas que involucran a los derechos fundamentales se resuelven tomando en consideración que cada uno de ellos significa un espacio jurídico determinado, es decir, que cada uno de ellos cuenta con un contenido constitucional que es precisamente el que faculta a su titular a realizar una serie de actividades y, asimismo, es el que debe ser protegido mediante los procesos constitucionales. De esta manera, la primera y principal tarea con la que se encuentra quien aborda la solución de estos problemas es el de determinar el contenido constitucional de los derechos fundamentales

En el ordenamiento constitucional peruano no es posible diferenciar entre derechos fundamentales y derechos constitucionales debido a que todos ellos tienen un mismo  rango constitucional. Esto es importante tomar en consideración debido a que para hacer referencia al derecho al trabajo –en el ordenamiento constitucional peruano, se ha de insistir– es indistinto llamarle derecho constitucional que derecho fundamental. Pues bien, el derecho constitucional al trabajo ha generado varias cuestiones relacionadas principalmente con su significación y exigibilidad inmediata ante los Tribunales de justicia. Una de ellas está relacionada con la llamada estabilidad laboral del trabajador. Pues bien, la solución de estas cuestiones pasa indefectiblemente por tomar en consideración la figura y consecuente teoría del contenido constitucionalmente protegido –generalmente conocido como “contenido esencial”– de los derechos, en particular, del derecho al trabajo 

Paredes (2013), en su investigación denominada: La dimensión de libertad del derecho al trabajo, señala: La definición del contenido jurídico de los derechos constitucionales empieza desde la misma norma constitucional. El derecho tiene el alcance que le haya dispuesto la Constitución. Y el primer alcance es la mencionada significación de libertad o dimensión de libertad del derecho al trabajo: el titular del derecho tiene la libertad de elegir libremente acceder a un puesto de trabajo y elegir libremente permanecer en él. 

Esta libertad ha sido definida por el Tribunal Constitucional “como el atributo para elegir a voluntad la actividad ocupacional o profesional que cada persona desee o prefiera desempeñar, disfrutando de su rendimiento económico y satisfacción espiritual; así como de cambiarla o de cesar de ella. Para tal efecto, dicha facultad autodeterminativa deberá ser ejercida con sujeción a la ley. Por ello es que existen limitaciones vinculadas con el orden público, la seguridad nacional, la salud y el interés público”
1.1.1.2. 
Estudios o investigaciones anteriores 

Castillo (2014) en su investigación denominada “El contenido Constitucional del Derecho al Trabajo” señala: Los problemas que involucran a los derechos fundamentales se resuelven tomando en consideración que cada uno de ellos significa un espacio jurídico determinado, es decir, que cada uno de ellos cuenta con un contenido constitucional que es precisamente el que faculta a su titular a realizar una serie de actividades y, asimismo, es el que debe ser protegido mediante los procesos constitucionales. De esta manera, la primera y principal tarea con la que se encuentra quien aborda la solución de estos problemas es el de determinar el contenido constitucional de los derechos fundamentales

En el ordenamiento constitucional peruano no es posible diferenciar entre derechos fundamentales y derechos constitucionales debido a que todos ellos tienen un mismo rango constitucional. Esto es importante tomar en consideración debido a que para hacer referencia al derecho al trabajo –en el ordenamiento constitucional peruano, se ha de insistir– es indistinto llamarle derecho constitucional que derecho fundamental. Pues bien, el derecho constitucional al trabajo ha generado varias cuestiones relacionadas principalmente con su significación y exigibilidad inmediata ante los Tribunales de justicia. Una de ellas está relacionada con la llamada estabilidad laboral del trabajador. Pues bien, la solución de estas cuestiones pasa indefectiblemente por tomar en consideración la figura y consecuente teoría del contenido constitucionalmente protegido –generalmente conocido como “contenido esencial”– de los derechos, en particular, del derecho al trabajo 

Paredes (2013), en su investigación denominada: La dimensión de libertad del derecho al trabajo, señala: La definición del contenido jurídico de los derechos constitucionales empieza desde la misma norma constitucional. El derecho tiene el alcance que le haya dispuesto la Constitución. Y el primer alcance es la mencionada significación de libertad o dimensión de libertad del derecho al trabajo: el titular del derecho tiene la libertad de elegir libremente acceder a un puesto de trabajo y elegir libremente permanecer en él. 

Esta libertad ha sido definida por el Tribunal Constitucional “como el atributo para elegir a voluntad la actividad ocupacional o profesional que cada persona desee o prefiera desempeñar, disfrutando de su rendimiento económico y satisfacción espiritual; así como de cambiarla o de cesar de ella. Para tal efecto, dicha facultad autodeterminativa deberá ser ejercida con sujeción a la ley. Por ello es que existen limitaciones vinculadas con el orden público, la seguridad nacional, la salud y el interés público”
1.1.2. Justificación e Importancia de la Investigación

La investigación realizada fue conveniente llevar a cabo debido a que en la actualidad existentes docentes con 70 años de edad que han sido retirados de las Universidades; solo siendo contratados aquellos que tengan o guardan relación con la dirigencia que tiene a cargo dichas universidades; es decir, se ha contratado de acuerdo a la línea de gestión de cada una de las universidades  

Esta investigación sirvió para conocer como la nueva ley universitaria vulnera el derecho a la libertad de trabajo en nuestro país de docentes universitarios que por su edad tienen un gran prestigio académico; y, que al ser contratados muchas veces se les obliga a adecuarse a lo que les pueda ofrecer dichas universidades.  

Esta investigación aportó el conocimiento de una realidad en la cual vemos como en nuestro país se avasallan los derechos laborales, más aun no existen organismos que ayuden a los trabajadores a defender sus derechos adquiridos

En esta investigación el beneficio fue dar a conocer una realidad existente en la Nueva Ley Laboral; la cual tiene grandes errores en lo relacionado al trabajo; debido a que hay una visión incorrecta relacionada a los docentes universitarios mayores de 70 años 

En esta investigación los beneficiarios fueron los docentes universitarios mayores de 70 años; porque se esta proponiendo modificar la ley a fin de que los mencionados docentes, no tengan problemas con su derecho a la libertad de trabajo. 

De igual modo la investigación ayudó a resolver dicho problema que afecta a una gran parte de docentes universitarios mayores de 70 años

Esta investigación permitió solucionar un vacío legal existente en la Nueva Ley Universitaria.

1.1.3. Limitaciones y Restricciones de la Investigación

· La investigación se limitó a la libertad de trabajo en relación a la nueva ley universitaria

· La investigación solo estudió la Nueva Ley Universitaria en relación a los docentes mayores de 70 años

· La investigación solo alcanzó a los docentes que hayan cumplido 70 años después del 09/07/2014
OBJETIVOS

1.1.4. Objetivo General

La presente investigación analizó la Nueva Ley Universitaria N° 30220 y la libertad de trabajo para docentes mayores de 70 años; con respecto a un Marco referencial que integró: Planteamientos teóricos relacionados con la libertad de trabajo, a nivel local, regional, nacional e internacional. Mediante un análisis cualitativo, con el propósito de identificar las causas de cada parte del problema, lo cual nos permitió realizar una propuesta legislativa lo que contribuirá en mejorar la libertad de trabajo de los docentes en la Nueva Ley Universitaria

1.1.5. Objetivos Específicos

a) Para alcanzar el objetivo general enunciado en el numeral anterior, se debieron de lograr los siguientes propósitos específicos:

b) Ubicar, seleccionar y presentar concisamente: Planteamientos teóricos relacionados con la libertad de trabajo de docentes mayores de 70 años relacionados con la Nueva Ley Universitaria, tales como: Conceptos básicos, principios de libertad de trabajo, las normas relacionadas a la ley N° 30220, entorno nacional, local  internacional. 

c) Describir la libertad de trabajo de docentes mayores de 70 años en sus partes o  variables más importantes  tales como: Responsables (jueces, abogados), procedimientos, seguros, técnicas empleadas etc de acuerdo a los datos relacionados al problema

d) Comparar cualitativamente, con el apoyo de técnicas de análisis y síntesis cada parte o variable de la libertad de trabajo de los docentes mayores de 70 años en la Nueva Ley Universitaria; con respecto a cada parte del marco referencial.

e) Identificar las causas del empirismo normativo y discrepancias teóricas de acuerdo a los criterios relacionados al tema

f) Proponer una propuesta legislativa de tal forma que se pueda reducir o solucionar los empirismos normativos y las discrepancias teóricas

HIPÓTESIS

1.1.6. Hipótesis Global

La correcta regulación de la Nueva Ley Universitaria N° 30220 y la libertad de trabajo adolece de empirismos normativos y discrepancias teóricas que se explican  por el desconocimiento en la aplicación de planteamientos teóricos, no  haber ajustado sus actividades al entorno  nacional, o por no haber cumplido con las normas nacionales como extranjeras relacionadas a la libertad del trabajo.
TIPO DE INVESTIGACIÓN Y ANÁLISIS
1.1.7. Tipo de Investigación 

Es aplicada: porque parte el objeto de la investigación es una parte de la realidad concreta que se da en el tiempo y ocupa espacio 

Es causal: porque mediante el cruce de las variables del problema, la realidad y el marco referencial, a fin de encontrar las causas del problema
1.1.8. Tipo de Análisis

Tipo de análisis: Cualitativo
DISEÑO DE LA EJECUCIÓN DEL PLAN COMO DESARROLLO DE LA INVESTIGACIÓN

1.1.9. Universo de la Investigación

El universo de la presente investigación comprendió la sumatoria de todos los datos de los dominios de todas las variables que fueron identificados: Responsables, Comunidad jurídica, Conceptos Básicos, Normas Generales, legislación, empirismos normativos y discrepancias teóricas.
1.1.10. Técnicas, Instrumentos e Informantes o Fuentes de Recolección de Datos

En la investigación, dadas las variables, que son cruzadas en las fórmulas de las sub-hipótesis, para obtener los datos de sus dominios, se tiene que aplicar o recurrir, a las siguientes técnicas:

a) La técnica del análisis documental; utilizando, como instrumentos de recolección de datos: fichas textuales y resumen; tienen como fuentes libros y documentos de la institución; que fueron usadas para obtener datos de los dominios de las variables: conceptos básicos, normas generales y legislación comparada;  responsables y contextos.

b) La técnica de la encuesta; utilizando como instrumento un cuestionario; que tiene como informantes a los Responsables; y que será aplicada para obtener los datos del dominio de las variables para establecer una alternativa legal

1.1.11. Población y Muestra

1.6.3.1 Población 

De acuerdo, al Ilustre Colegio de Abogados de Lambayeque (ICAL), tiene registrado a 6731 abogados hasta el mes de junio del presente año. Sin embargo, se aplicó la fórmula respectiva, considerando como población a abogados con conocimiento de derecho laboral, a 250, de la cual se obtuvo 80, que viene a ser la muestra a encuestar.

1.6.3.2 Muestra 
Fórmula:
[image: image1.jpg]



Donde:

n
 = muestra

(N) 
= 250     “Población total”

(p)(q) = 0.25 “Proporción máxima que puede afectar a la muestra”

Z 
= 1.96  “El 95% de confianza de nuestro estudio”

e
= 0.09     “Margen de error”


1.1.12. Forma de Tratamiento de los Datos

a) La técnica del análisis documental; se utilizó como instrumentos de recolección de datos: fichas textuales y resumen; tienen como fuentes libros y documentos de la institución; que fueron usadas para obtener datos de los dominios de las variables: conceptos básicos, normas generales y legislación comparada;  responsables y contextos.

b) La técnica de la encuesta; se utilizó como instrumento un cuestionario; que tuvo como informantes a los Responsables; y que será aplicada para obtener los datos del dominio de las variables para establecer una alternativa legal
1.1.13. Forma de Análisis de la Información

Los datos que se obtuvieron mediante la aplicación de las técnicas e instrumentos antes indicados, recurriendo a los informantes o fuentes también ya indicados; serán incorporados o ingresados al programa SPSS; y con los cuales se realizarán los cruces q en las sub-hipótesis; y, con precisiones porcentuales, ordenamiento de mayor a menor, y cronológico, y serán presentados como informaciones en forma de cuadros, gráficos, etc

Con respecto a las informaciones presentadas como resúmenes, cuadros, gráficos, etc. Se formularán apreciaciones objetivas
CAPÍTULO II:
 Marco referencial
2.1. MARCO TEÓRICO (PLANTEAMIENTOSTEÓRICOS)

2.1.1. Conceptos Básicos

Límite de edad

El artículo 35º del Decreto Legislativo Nº 276, concordante con el  artículo 186º del Decreto Supremo Nº 005-90-PCM, fija el límite de setenta (70) años de edad para el cese definitivo de un servidor. El Texto Único Ordenado de la Normatividad del Servicio Civil, aprobado por el Decreto Supremo Nº 007-2010-PCM, en su artículo 67º literal a), precisa que es causa justificada para el cese definitivo de un servidor el “Límite de setenta (70) años de edad

Docente universitario

El docente, en definitiva, reconoce que la enseñanza es su dedicación y profesión fundamental. Por lo tanto, sus habilidades consisten en enseñar de la mejor forma posible a quien asume el rol de educando, más allá de la edad o condición que éste posea.
Libertad de trabajo

La libertad del trabajo, consiste en el derecho que tiene el hombre de aplicar su actividad a la producción de la riqueza.

Supone este derecho la facultad de poder escoger la profesión, arte u oficio a que quiera dedicarse; la de elegir el objeto, la clase y el método de producción que considere oportuno; la de emplear la forma, el tiempo y el sitio de trabajo que estime conveniente; la de reunirse, asociarse o asalariarse con quien tenga a bien; y la de ser dueño de las obras, productos o resultados que emanen de sus esfuerzos.

El trabajador debe por lo tanto ser libre, sin más limitaciones que las determinadas por, la naturaleza, la moral, el derecho y la prudencia.

El hombre es libre en su conciencia y debe serlo también en su trabajo, puesto que esas libertades se basan en el libre albedrío, que se funda a su vez en la naturaleza humana.

Estabilidad laboral

La estabilidad laboral, significa en sí la permanencia en el empleo, que el contrato de trabajo que una persona tiene con su empleador, esta se mantenga en el tiempo, que no termine de un momento a otro sin motivo. 

Como es natural, todo persona, desea tener un trabajo estable, que no esté preocupado que al día siguiente deje de trabajar, es decir la estabilidad se dará siempre en cuando haya un contrato de trabajo. 

Sea este un contrato de trabajo a plazo indeterminado o plazo fijo, en el primer caso tendrá que una persona laborar cotidianamente, sin fecha de término del contrato, salvo las causales legales de terminación del contrato, en el segundo caso, el trabajador permanecerá dentro del plazo fijado en el contrato, la misma que debe ser respetada por el empleador, salvo que exista causal legal para la finalización de esta.

2.1.2. Otros Planteamientos (según variables teóricas consideradas)

2.1.2.1 Derecho a la libertad de trabajo
Rubio, (2000), señala: “La libertad de trabajo fue protegida en los textos constitucionales desde 1826 al lado de la libertad de industria y comercio con el siguiente contenido: 
“Ningún género de trabajo industria ó comercio puede ser prohibido a no ser que se oponga a las costumbres públicas a la seguridad y a la salubridad de los Peruanos” (pág 195)
Normas similares pueden ser ubicadas en el artículo 166 de la Constitución de 1828 en el artículo 162 de la Constitución de 1834 y en el artículo 169 de la Constitución de 1839

Rubio, (2000), señala: “La Constitución de 1856 da al trabajo un tratamiento propio en los textos constitucionales por primera vez”
Rubio, (2000),  señala: “La Constitución de 1856 artículo 22 Es libre todo trabajo que no se oponga a la moral seguridad o salubridad pública”
Se observa una ligera variante con mayor grado de abarcabilidad en la Constitución de 1860 texto que con ligeras modificaciones es mantenido en el artículo 22 de la Constitución de 1867

Rubio, (2000), señala “Constitución de 1860 artículo 23 Puede ejercerse libremente todo oficio industria ó profesión que no se oponga a la moral a la salud ni a la seguridad pública”
Rubio, (2000),  señala: “La Constitución de 1920 artículo 46 La Nación garantiza la libertad de trabajo pudiendo ejercerse libremente todo oficio industria o profesión que no se oponga a la moral a la salud ni a la seguridad pública”
La ley determinar las profesiones liberales que requieran título para su ejercicio las condiciones para obtenerlo y las autoridades que han de expedirlo

La primera parte de este artículo con ligeras modificaciones pero igual sentido normativo fue reproducida en el 42 de la Constitución de 1933

2.1.2.2 Constitución Política de 1979
La norma antecedente de la Constitución de 1979 es la siguiente:

Artículo 2 Toda persona tiene derecho

13 A elegir y ejercer libremente su trabajo con sujeción a la ley

Lo sustantivo entre la Constitución de 1979 y la de 1993 en este punto es similar ambas defienden la libertad de trabajo como principio

Rubio, (2000),  señala: “La Constitución de 1979 tenía en nuestro criterio una mejor redacción al permitir dos cosas elegir y ejercer el trabajo La fórmula del inciso 15  del artículo 2 de la Constitución de 1993 atenúa en cierta medida la connotación de que la elección del trabajo es también libre” 

Desde luego para la mayoría de peruanos el derecho de elegir libremente su trabajo es bastante restringido y para muchos simplemente no existe pero no por razones jurídicas sino de realidad económica En cualquier forma es bueno que la norma exista para que quienes puedan ejerzan sus libertades y para que este grupo humano se incremente con derecho propio

Por estas razones estimamos que la redacción de la Constitución de 1979 era mejor que la que contiene el inciso 15 del artículo 2 de la Constitución de 1979

Rubio, (2000),  señala: “El artículo vincula la libertad de trabajo a la sujeción a la ley lo que constituye un principio de todo el Derecho toda libertad es ejercitada en el marco de las normas existentes y no se podrá reclamar su utilización en el Ámbito de lo ilícito”
Castillo, (2010) señala: “El derecho al trabajo ha sido uno de los temas que con mayor empeño han tomado los instrumentos internacionales referentes a los derechos humanos y esta importancia es proporcional a las carencias que de Él existen en el mundo” 

La Declaración Universal de Derechos Humanos establece lo siguiente

Declaración Universal de Derechos Humanos 

Artículo 23

1 Toda persona tiene derecho al trabajo a la libre elección de su trabajo en condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el desempleo

A pesar de lo escueto del texto se ofrecen aquí bastantes más detalles que en la Constitución vigente no sólo se tiene derecho a trabajar libremente sino que se tiene derecho

Castillo, (2010) señala: “Al trabajo es decir a trabajar que no es lo mismo que trabajar libremente Es verdad sin embargo que el artículo 22 de la Constitución dice que el trabajo es a la vez un deber y un derecho”
Establece la libre elección del trabajo que era una norma ya vista en la Constitución de 1979 cuya desaparición hemos criticado antes

Castillo, (2010) señala: “El derecho a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo que tiene que ver con los derechos que caben a la persona mientras realiza su trabajo Este aspecto no ha sido cubierto como un derecho general en nuestra Constitución y menos aún en este artículo

El derecho a la protección contra el desempleo Esta es una seguridad que no da la Constitución ni en esta parte ni en los artículos referidos a seguridad social que van del numeral 0 al 12 ni en los referidos a las relaciones laborales artículos 22 a 29

El aporte del Pacto Internacional a las normas sobre trabajo consiste en lo siguiente

Pacto Internacional de derechos civiles y políticos 

Artículo 8

a. Nadie ser constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio

b. El inciso precedente no podrá ser interpretado en el sentido de que prohíbe en los países en los cuales ciertos delitos pueden ser castigados con la pena de prisión acompañada de trabajos forzados el cumplimiento de una pena de trabajos forzados impuesta por un tribunal competente

c No se consideraron como trabajo forzoso u obligatorio a los efectos de este párrafo

· Los trabajos o servicios que aparte de los mencionados en el inciso b se exijan normalmente de una persona presa en virtud de una decisión judicial legalmente dictada o de una persona que habiendo sido presa en virtud de tal decisión se encuentre en libertad condicional

· El servicio de carácter militar y en los países donde se admite la exención por razones de conciencia el servicio nacional que deben prestar conforme a la ley quienes se opongan al servicio militar por razones de conciencia

· El servicio impuesto en casos de peligro o calamidad que amenace la vida o el bienestar de la comunidad

· El trabajo o servicio y que forme parte de las obligaciones cívicas normales

Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales 

Artículo 6

1 Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho a trabajar que comprende el derecho de toda persona a tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente escogido o aceptado y tomaron medidas adecuadas para garantizar este derecho

2 Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto para lograr la plena efectividad de este derecho deberá figurar la orientación y formación técnico profesional la preparación de programas normas y técnicas encaminadas a conseguir un desarrollo económico social y cultural constante y la ocupación plena y productiva en condiciones que garanticen las libertades políticas y económicas fundamentales de la persona humana

En el artículo 6 apartado 1 impone al Estado la obligación de tomar medidas para garantizar la libertad de trabajo Es una responsabilidad que la Constitución no ha establecido expresamente en el Perú pues el segundo párrafo del artículo 23 no tiene este significado y tampoco lo tiene la parte del artículo 59 que establece garantía a la libertad de trabajo Ninguna de estas normas que desde luego son importantes en sí mismas es promocional del trabajo para tener libertad de elegir que es lo que establece el Pacto Internacional



2.1.2.3 Constitución Política de 1993 
Rubio, (2000),  señala: “Se consagra aquí la libertad en el ejercicio del derecho al trabajo. El inc. 13 del art 2 de la Constitución de 1979 consagró la libertad de elección y de ejercicio del trabajo, frase reemplazada por la de "trabajar libremente". 
Pese a esto, queda en claro que esta libertad es consistente con la libertad humana entendida en sentido amplio, ya que es positivo que siendo el trabajo una actividad esencial en la vida humana, pueda ser elegida librementeII9. También es consistente con el derecho a la realización personal, porque ella se consigue en buena medida mediante el ejercicio del trabajo.

Desde luego, para la Constitución el trabajo no es sólo esta libertad. 
Castillo, (2010) señala: “El artículo 22 dice que es un deber y un derecho, lo que otorga al trabajo no sólo una dimensión individua] sino social. El trabajo es un deber porque es la fuente de creación de riqueza más importante de las que actúan en un momento determinado, permitiendo e] progreso material de la sociedad”.

A su vez, el artículo 59 impone al Estado el deber de garantizarla libertad de trabajo.

Es el aspecto institucional complementario al derecho fundamental establecido en este inciso, y a la dimensión social que el trabajo adquiere en el artículo 22

Rubio, (2000),  señala: “La importancia del derecho consagrado en el inciso 15) del artículo 2 de la Constitución, conocido como libertad de trabajo, se ve reforzada por una segunda referencia en el artículo 59 de la misma Carta Política, por la que se consagra al Estado como garante de la libertad de trabajo”, así como su vinculación con el artículo 22, que después de declarado como deber y derecho lo califica como "base del bienestar social y un medio de realización de la persona".

Castillo (2010) señala: “El trabajo es un instrumento para obtener la subsistencia y bienestar, tanto del trabajador como de su familia (medio de realización de la persona)”.

"Coincide con la vieja idea del derecho natural, según la cual, a nadie puede impedir se el ejercicio de una actividad honesta"; siendo que el trabajo es además una actividad inherente al ser humano, que recurre a su esfuerzo generalmente como principal o único medio de subsistencia y satisfacción de sus necesidades.(p, 120) 

Castillo (2010) señala: “El concepto de libertad de trabajo comienza a desarrollarse a partir de la Constitución francesa de 1793, como una reacción contra el Estado corporativo, y se irradia a todas las constituciones del siglo XIX y XX para limitar la eventual injerencia del Estado en la designación de las actividades a que debe dedicarse el ciudadano”.

El ejercicio del derecho constitucional de trabajar libremente y con arreglo a ley tiene las siguientes formas de manifestarse:

a) La elección del tipo de trabajo que se quiere realizar, sobre la base de las aptitudes del trabajador y a las características de su proyecto de vida. Implica tener en cuenta, entre otras cosas, el grado de dedicación al trabajo (tiempo completo, tiempo parcial, labores permanentes o intermitentes), capacitación necesaria, riesgos que implica la ejecución de cierto tipo de trabajos y otras consideraciones, a fin de poder satisfacer necesidades de otro tipo, como podrían ser educativas, familiares, etc.

b) El derecho de cambiar el tipo de trabajo en el momento en que lo estime conveniente el trabajador, cumpliendo los requisitos establecidos en la ley(comunicación de preaviso en caso de los trabajadores contratados a tiempo indeterminado, o eventual pago de una indemnización por perjuicios en caso de incumplimiento contractual). Este precepto impide la continuación forzada o coercitiva de un contrato de trabajo a plazo fijo cuya continuación no desea el trabajador.

c) El derecho de oponerse a cualquier forma de trabajo forzoso
d) La necesidad de que el trabajo a ejecutarse no sea contrario al ordenamiento legal vigente, en cuanto este pudiera prohibir determinado tipo de actividades por ser contrarias al orden público (por ejemplo, el trabajo que implique una actividad delictiva en su ejecución).

2. La libertad de trabajo como derecho a elegir la actividad laboral autónoma o dependiente

La libertad de trabajo se considera como un derecho de elección de la actividad que se va a desarrollar para proveer a la subsistencia del trabajador a través delos ingresos que genera, e implica la no interferencia del Estado en dicha elección. 

Significa, también, el derecho de descontinuar el ejercicio de dicha actividad si ella no resulta beneficiosa o conveniente para quien la ejerce, y se traduce en la libertad irrestricta para la terminación de la relación laboral por parte del trabajador, o en el derecho de cambiar de una ocupación a otra cuando lo estime conveniente, siempre y cuando cumpla con los requisitos establecidos por la ley.

2.1.2.3.1 El reconocimiento de la libertad de trabajo en algunas Constituciones extranjeras
La naturaleza universal del derecho a trabajar libremente y de acuerdo a ley tiene reconocimiento universal en los textos constitucionales, pudiéndose mencionar, entre otras:
Serna (2008) señala: “La Constitución de la República Argentina, artículo 14: "Todos los habitantes de la nación gozan de los siguientes derechos conforme a las leyes que reglamenten su ejercicio; a saber: de trabajar y ejercer toda industria lícita; de navegar y comerciar; de peticionar a las autoridades; de entrar, permanecer, transitar y salir del territorio argentino; de publicar sus ideas por la prensa sin censura previa; de usar y disponer de su propiedad; de asociarse con fines útiles; de profesar libremente su culto; de enseñar y aprender"
Serna (2008) señala: “La Constitución de la República Federal del Brasil, artículo 5: Todos son iguales ante la ley, sin distinción de cualquier naturaleza, garantizándose a los brasileños ya los extranjeros residentes en el país la inviolabilidad del derecho a la vida, a la libertad, a la igualdad, a la seguridad y a la prioridad, en los siguientes términos: XIII) Es libre el ejercicio de cualquier trabajo, oficio o profesión, cumpliendo las calificaciones profesionales que la ley establece".

Serna (2008) señala: “La Constitución de la República de Costa Rica, artículo 56: "El trabajo es un derecho del individuo y una obligación con la sociedad. El Estado debe procurar que todos tengan ocupación honesta y útil, debidamente remunerada, e impedir que por causa de ella se establezcan condiciones que en alguna forma menoscaben la libertad o la dignidad del hombre o degraden su trabajo ala condición de simple mercancía. El Estado garantiza el derecho de libre elección de trabajo".

Serna (2008) señala: La Constitución de Italia, artículo 4: "La República reconoce a todos los ciudadanos el derecho al trabajo y promoverá las condiciones que hagan efectivo este derecho. Todo ciudadano tendrá el deber de elegir, con arreglo a sus posibilidades y según su propia elección, una actividad o función que concurra al progreso material o espiritual de la sociedad".

Serna (2008) señala: La Constitución de Chile, artículo 19, inciso 16: La Constitución asegura a todas las personas: la libertad de trabajo y su protección. Toda persona tiene derecho a la libre contratación y a la libre elección del trabajo con una justa retribución”



2.1.2.4 Ley Universitaria N° 23733
Reyes (2015) señala: “El art. 44 de la Ley Universitaria (Ley N° 23733, publicada el 17 de diciembre de 1983) establece que los profesores universitarios –según su condición laboral– pueden ser ordinarios, extraordinarios o contratados”. 

Reyes (2015) señala: “En lo relativo a la condición laboral de profesores “contratados”, el citado dispositivo prevé que: “... son los que prestan servicios a plazo determinado y en las condiciones que fija el respectivo contrato”. 
En las universidades privadas la contratación de docentes se encuentra sujeta al régimen de la actividad privada, tal como se desprende de lo previsto por el art. 54 de la citada (Ley N° 23733, 1983)

Valga precisar que, en las universidades aludidas, los profesores sujetos a la condición laboral de “contratados”, a fin de ejercer la docencia, suscriben con sus universidades empleadoras contratos sujetos a la modalidad de “Plazo determinado a tiempo parcial”

En el caso de los docentes en la condición de contratados (de las universidades privadas aludidas) la investigación ha verificado que éstos están sujetos a suscribir –con sus universidades empleadoras– contratos de trabajo a “Tiempo Parcial”. La definición y contenido de esta modalidad contractual constituye un tema objeto de controversia. Si bien el art. 1, lit. a) del (Convenio de la OIT N° 175, 1994), sostiene que “la expresión trabajador a tiempo parcial designa a todo trabajador asalariado cuya actividad laboral tiene una duración normal inferior a la de los trabajadores a tiempo completo en situación comparable”. Sin embargo, dicha definición así de genérica no ha sido incorporada –menos concretada– a nuestra legislación laboral

2.1.2.4.1 Decreto legislativo N° 882 y la Ley universitaria N° 23733
En este punto se pretende exponer las controversias suscitadas respecto al Decreto Legislativo N° 882, la llamada “Ley de Promoción de la Inversión en la Educación”, y la Ley N° 23733 - “Ley Universitaria”; señalando lo siguiente: Que las universidades públicas y privadas son regidas por la Ley Universitaria, y en el caso específico de las universidades privadas, además se rigen por sus estatutos y reglamentos internos. 

Como primer escenario, partiendo de las universidades privadas, éstas se constituyen como personas jurídicas de derecho privado, pudiendo ser con fines de lucro o sin fines de lucro

Las universidades privadas con fines de lucro, pues vienen a ser sociedades mercantiles donde el objetivo principal es la repartición de utilidades entre sus socios. Sin embargo, la preocupación por brindar una mejor calidad de enseñanza, también puede ponderarse en dicha institución académica.

Siendo tal situación, como indica (Ibarra, 2002), que los docentes son señalados como los “principales protagonistas del devenir universitario”. No obstante, las relaciones laborales en la práctica han perdido su valor, ya que mayormente, los docentes laboran con la intención de recibir una remuneración en compensación por los servicios prestados. 

Como viene sosteniendo Campos (2015) señala: “En el contexto de un proceso de reordenamiento coherente con las lógicas liberales que mandan a orientar la lógica organizativa de la universidad al autofinanciamiento, orientando la producción de saberes y técnicas según las demandas de una sociedad, comprendida como capacidad de consumo”. 

Por el contrario, las universidades privadas sin fines de lucro son regidas por la Ley N° 23733 y la Constitución Política del Estado, principalmente. Y tienen un interés muy puntual en lo referente a calidad de enseñanza, pues su fin es social. En función a la relación laboral de los docentes con la universidad “ajena a la actividad mercantil”, 

Reyes (2015) señala: que “suele ser institucional, asociada y de trabajo colectivo, en una doble responsabilidad como trabajador y como agente activo, en su régimen de gobierno, académico, administrativo y económico”. 
En el artículo 18, último párrafo, de la Constitución Política del Estado se señala: “La Universidad es autónoma en su régimen normativo, de gobierno, académico, administrativo y económico. Las universidades se rigen por sus propios estatutos en el marco de la Constitución y de las leyes”. 

Por lo que, Reyes (2015) se pronuncia interpretando lo siguiente: “La autonomía de la universidad respecto al “ejercicio de la actividad educativa” no responde de manera “libre y absoluta por quienes la conducen”. Ya que, se encuentra limitada y depende de “la política de desarrollo económico nacional y regional. Según señala el art. 5 de la (Ley N° 23733, 1983): “… 

Para la creación de una universidad se deberá acreditar previamente su necesidad, así como la disponibilidad de personal docente calificado y los recursos que aseguren la eficiencia de sus servicios…”. Además, para el caso de las universidades privadas que estén participando en el programa de acreditación, deben de contar con el requisito indispensable de encontrarse bajo el régimen de la Ley N° 23733 - Ley Universitaria. 

Como consecuencia, nos encontramos dentro de un segundo escenario, donde se pretende deliberar lo concerniente entre el Decreto Legislativo N° 882 y la Ley N° 23733. Tenemos que, ambas son normas jurídicas con rango de ley; sin embargo, reglamentan distintas materias. 

Neves, (2004) señala: “El Decreto Legislativo N° 882, como una iniciativa flexibilizadora, se origina para promover y conducir las instituciones educativas particulares, entre ellas, las universidades privadas. Con la finalidad de regular el derecho de propiedad y el régimen tributario; por lo tanto, no define los derechos y deberes del cuerpo universitario”. Quiere decir, que la Ley Nº 23733 no es modificada por el Decreto Legislativo N° 882, sólo es reglamentada en el aspecto tributario



2.1.2.5 Nueva Ley Universitaria N° 30220-Análisis
CAPÍTULO I: 
Lázaro (2015) señala: “Mucho de lo que se puede criticar a la Universidad Peruana como tal, es la poca difusión de la cultura peruana, más allá de los programas de Ciencias Sociales”. 

No es una característica eminente de la sociedad peruana estar orgullosos de nuestra cultura y demostrarla abierta y productivamente.   

Lázaro (2015) señala: “Las líneas de investigación científicas, sociales y humanistas promovidas por las universidades son demasiado incipientes, y por lo general, cuando están presentes, son más a título personal de uno o más profesionales interesados auténticamente en el desarrollo de investigaciones, ya sea con fines académicos, pero mayoritariamente económicos”. 

Una seria crítica debe ser descrita al artículo 5 del capítulo I, que indica que las universidades no deben tener filiales. 

Lázaro (2015) señala: “Es así como se puede verificar la creación de sendas facultades y sedes de universidades del interior del país en la ciudad de Lima y viceversa. Al punto que las universidades ya no tienen una identificación con su entorno local como debería ser, puesto que debería representar un foco importante de desarrollo local y regional”. 

Algo que ha presentado un problema en las últimas 3 décadas en las universidades peruanas, sobre todo del centro del país. 

Es la presencia de grupos que promueven ideologías pseudo‐socialistas, comunistas y terroristas, que han promovido y vienen actualmente promoviendo un ambiente hostil y completamente inadecuado para poder desarrollar una actividad académica y universitaria adecuada. 

Lázaro (2015) señala: “Esto ha provocado en diversas oportunidades que las fuerzas policiales y militares hayan irrumpido de forma violenta en los recintos universitarios de la capital y el interior del país, quebrantando el artículo 8 de la ley universitaria”.

CAPÍTULO II: 
Uno de los puntos importantes dentro de la vida académica universitaria es la formación y régimen de sus departamentos académicos. 

Lázaro (2015) señala: “Uno de los puntos recurrentes en esta parte es la presencia innumerable de profesionales enquistados en las jefaturas, cátedras y funciones mixtas (académico administrativas) de las diversas facultades de las universidades país, que presentan un lazo o vínculo de amistad con las autoridades de turno, asegurándose un puesto de por vida (nombramientos) llevando a cabo un trabajo poco productivo o, en algunos casos, hasta inexistente”. 

Estos profesionales, cuya calidad no está en discusión, podrían ciertamente aportar de forma efectiva a la vida universitaria, pero cuyo enquistamiento y facilismo en los puestos obtenidos les hacen dormir el sueño laboral de no hacer nada o poco por la institución que los acoge. 

Por lo general, el enquistamiento trascienda la administración de las autoridades de turno, puesto que generalmente los vínculos son efectivamente renovados junto con las nuevas autoridades. Otro aspecto a criticar del régimen universitario, es la presencia de disputas laborales bastante visibles entre ciertos profesionales, departamentos académicos o facultades, incumpliendo con los artículos 9, 10 y 11 del capítulo II de la ley universitaria. 

CAPÍTULO III: 
Lázaro (2015) señala: “Para la consecución de grados y títulos, los reglamentos son bastante extensos, poco explicativos y prácticos, pero sobre todo burocráticos y casi eternos. Son pocas las excepciones en donde el trabajo efectivo de los profesionales encargados de dichas labores favorece la obtención de los mencionados grados y títulos”. 

Sin embargo, en la mayoría de las universidades en vez de facilitar la obtención de los mismos, el estudiante universitario tiene que llevar a cabo un recorrido casi dantesco de las instancias burocráticas universitarias durante semanas para poder obtener algo que podría simplificarse en trámites mucho más realistas y eficientes. 

En este sentido, es también importante mencionar que la modificación de obtención de un grado de bachiller ya no requiera la preparación de una tesis, ha contribuido a casi eliminar la naturaleza indagatoria, exploratoria, e investigativa que todo estudiante  universitario debe desarrollar como parte de su formación profesional.

Las tesis o monografías sustentadas ante un jurado han sido cambiadas por las modalidades de suficiencias profesionales y los cursos extraordinarios de titulación en las diferentes facultades de las universidades del país. 

Estos cursos extraordinarios de titulación contribuyen con un desarrollo profesional bastante limitado si se analizan sus programas, en lo que sí contribuyen es a obtener el título de forma rápida y segura, a un precio generalmente oneroso. 

CAPÍTULO IV: 
Lázaro (2015) señala: “El gobierno universitario es una de las partes poco entendidas y efectivamente practicadas en las universidades peruanas”. 

La formación de los tercios estudiantiles, son por lo general bastiones políticos para estudiantes y docentes para lograr favorecimientos y enquistamientos dentro del sistema. 

La participación activa y productiva de los estudiantes, se ve entorpecida y disminuida por la vorágine política que rodea el gobierno universitario. 

CAPÍTULO V: 
Lázaro (2015) señala: “La permanencia de los docentes universitarios en sus respectivas cátedras y puestos administrativos, está sujeta a los nombramientos por concurso público y revisión de legajos”. 

Como en otras instancias, estos procesos no ocurren ajustándose a las necesidades de docencia, o a los plazos definidos por los artículos 48 y 49. Estos nombramientos que brindan estabilidad laboral al personal docente, deberían llevarse a cabo bajo una reglamentación que incluya la adquisición de un puesto permanente en la universidad respectiva cuando el docente ha desempeñado de forma consecutiva 5 años de labor docente universitaria. 

Esto debería ser algo que ayude al establecimiento de una cultura de trabajo a largo plazo con el objetivo de lograr una identificación y fidelización con la institución universitaria respectiva. 

CAPÍTULOS VI, VII, VIII y IX: 
Lázaro (2015) señala: “La formación universitaria requiere de una reformulación en la promoción de actividades universitarias a nivel estudiantil. El intercambio de estudiantes y actividades conjuntas son promovidas a niveles todavía disminuidos”.  

Los estudiantes universitarios no reciben un estímulo efectivo y mayúsculo de parte del estado para poder desarrollar proyectos creativos de investigación en favorecimiento de la generación de conocimiento científico, técnico y productivo. 

CAPÍTULOS X, XI, XII, XIII, XIV y XV: 
Lázaro (2015) señala: “En la actualidad, se viene llevando a cabo un proceso de acreditación de entidades universitarias, con el fin de asegurar un nivel óptimo de calidad a nivel pedagógico, administrativo y docente. Es por ello que las universidades exigen a sus docentes la obtención de un título o licenciatura para poder llevar a cabo la docencia universitaria de pre‐grado, una maestría y doctorado para los programas de posgrado”. 

Dicha exigencia ha llegado al Perú de forma bastante tardía, puesto que otros países latinoamericanos ya han llevado a cabo ese proceso hace más de una década. Este proceso debe significar el inicio de una verdadera homologación de estándares y procesos de calidad mínimamente aceptables para la docencia universitaria. 

El régimen económico de las universidades públicas ha cambiado en los últimos años, promoviendo en la mayoría de casos, programas de posgrado autogestionantes, para poder recabar recursos que de otra manera deberían ser recibidos por parte del estado.   

La misma gratuidad ha sido interpretada de forma tal que los estudiantes si llegan a pagar ciertas sumas por su educación, nada comparado con las universidades privadas, pero que incluso se diversifica en la naturaleza de los costos. 

CAPÍTULOS XVI y XVII: 
Lázaro (2015) señala: “Estos capítulos describen las disposiciones transitorias en cuanto a la formación de comisiones transitorias o estatuarias para la renovación del personal administrativo a través de elecciones. Estas comisiones son formadas por 36 integrantes entre profesores (principales, asociados y auxiliares) y estudiantes”. 

Estos procesos parecen mostrar un cuadro democrático y semi‐abierto para la elección de nuevas autoridades y estatutos de la universidad. 

Por lo general, estas comisiones tienden a formar procesos vulnerables a los intereses de ciertos grupos o personas que podrían  aprovechar el sistema para tomar mayor presencia en la universidad.

2.1.2.6 Controversias de la Nueva Ley Universitaria N° 30220
El artículo 84 de la nueva Ley Universitaria 30220, artículo 84,  señala: “La edad máxima para el ejercicio de la docencia en la universidad pública es de setenta años”. Es decir, se jubilan como lo hacen todos los trabajadores según su norma.

Sin embargo, según los cálculos que se han realizado, la gran mayoría de los docentes pasaban al retiro con una pensión de solo alrededor de 700 Nuevos Soles mensuales, caso de los que se rigen por la ley 19990.

Es decir, condenados a vivir en una situación de sobrexplotación cuando aún disponen de las energías intelectuales y físicas como para realizar sus actividades académicas y de investigación, como lo demuestra la presencia de intelectuales que sobrepasan la edad referida

El Tribunal Constitucional en la causa signada en el EXPEDIENTE  N.º 594-99-AA/TC – LIMA (CÉSAR ENRIQUE ORREGO ESPINOZA), FUNDAMENTO 4, Que, habiéndose acreditado en autos la decisión de cesar al demandante por límite de edad, se ha vulnerado los derechos constitucionales relativos al trabajo y a la protección adecuada contra el despido arbitrario, ya que por razones de edad se estaría privando a un docente de ejercer la cátedra universitaria, cuando es evidente que el sólo hecho de llegar a una edad determinada, no disminuye necesariamente las aptitudes que se requieren para el ejercicio de las labores propias de un académico; o de desarrollar  funciones administrativas que viene cumpliendo así como las de alta dirección  que por ley le corresponde en el ámbito de sus responsabilidades académicas, que se le puedan encargar;

Lo expresado se reafirma que, a la fecha el Tercer Juzgado Especializado  en lo Civil de Chiclayo, Juez Constitucional Oscar R. Tenorio Torres  - Expediente N° 2768-2014-86-1706-JR-CI-03, en la causa PROCESO DE AMPARO seguida por  LUIS ARMANDO HOYOS VASQUEZ  y  ELMER ORLANDO HUANGAL NAVEDA contra Universidad Nacional Pedro Ruiz Gallo, por el cese de la aplicación inmediata del artículo 84 de la Ley 30220-Ley Universitaria: Fundamento Tercero: En mérito al cuarto párrafo del artículo 84 de la Ley N° 30220 “… La edad máxima para el ejercicio de la docencia en la universidad pública es setenta años. Pasada esta edad solo podrán ejercer la docencia bajo la condición de docentes extraordinarios y no podrán ocupar cargo administrativo…”; en consecuencia, en el caso concreto la situación de hecho en que se encuentran los accionantes ha tenido que ser determinada previo procedimiento de adecuación de la ley, conforme a la ley de la materia y demás leyes complementarias. Ello tiene asidero aún más por cuanto conforme al articulado en referencia si bien la edad máxima para ejercer la docencia universitaria es la de setenta años de edad, empero, la misma norma acto seguido refiere que pasada dicha edad los docentes universitarios solo podrán ejercer la docencia de manera extraordinaria. 

ORDENAR al Rector de la Universidad Nacional Pedro Ruiz Gallo don Mariano Agustín Ramos García, para que dentro de un plazo no mayor de TRES DÍAS, proceda a REPONER provisionalmente a los solicitantes en su Centro de Trabajo y en su puesto habitual al momento de la interrupción laboral, bajo apercibimiento de remitir copias certificadas al representante del Ministerio Público, para que proceda conforme a sus atribuciones; OFÍCIESE a la entidad demandada, para el cumplimiento del presente mandato judicial.

La implementación de la nueva Ley Universitaria ha producido dos corrientes de opinión basadas en un maniqueísmo que deja poco espacio al diálogo y, en el caso de una de ellas, anclada férreamente a lo políticamente correcto. Declararse a favor o en contra de la nueva ley nos hace perder la perspectiva de asuntos no menos importantes sobre la universidad peruana; uno de ellos es la situación de los profesores de universidades públicas que son tomados en cuenta solo complementariamente o para servir como paradigma de lo que se pretende cambiar. 

La imagen que se ha construido sobre el docente de la universidad pública es la de un profesional poco preparado para la investigación, radicalizado políticamente, con tendencia a la corrupción e incapaz de superarse a sí mismo y mucho menos aspirar a hacer estudios de posgrado en el exterior. Se asume, además, que cuantos más años de labor tiene el profesor, más pronunciados son los rasgos mencionados. Estas representaciones están presentes en ambas corrientes de opinión sobre la universidad y con seguridad han inspirado a los autores de la nueva ley universitaria.

Así, se atribuye la crisis de la investigación a la incapacidad de los docentes y no se toma en cuenta que, por ejemplo, la propia ley sobre el FOCAM para financiarla con recursos del canon, contiene trabas burocráticas para usarlos más eficazmente. Pretender “capacitar” en investigación a los docentes de universidades públicas ejerciendo un tutelaje sin fecha de expiración a cargo de centros académicos privados no es la mejor manera de resolver el problema.

Pero es también en la cuestión de la edad para el ejercicio de la docencia así como los plazos para conseguir los grados de magíster y doctor donde se percibe el darwinismo social en su variante educativa, respecto a la docencia en universidades públicas. Poner límites a la edad de su ejercicio (70 años) o al acceso a becas de posgrado (55 años) solo para estudiar en universidades del país, son medios para conducir docentes al desempleo. Con los sueldos que actualmente tienen los profesores de estas universidades difícilmente se conseguirá reemplazar a los despedidos y esto coloca en situación de desventaja a la universidad pública que pasará a ser, y esta vez “legalmente”, universidad de segunda clase.

La preocupación y el creciente descontento de buena parte de los docentes universitarios respecto a la nueva ley no puede percibirse como una actitud contra el cambio del sistema universitario, la nueva ley debe servir para buscar cambios que realmente sean sostenibles en el tiempo y respeten los derechos laborales de los docentes y ciudadanos en última instancia. 

2.2 Legislación


CONSTITUCIÓN DE 1979
Capitulo V
Del trabajo
Artículo 42.El Estado reconoce al trabajo como fuente principal de la riqueza. El trabajo es un derecho y un deber social. Corresponde al Estado promover las condiciones económicas y sociales que eliminen la pobreza y aseguren por igual a los habitantes de la República la oportunidad de una ocupación útil y que los protejan contra el desempleo y el subempleo en cualquiera de sus manifestaciones.

En toda relación laboral queda prohibida cualquier condición que impida el ejercicio de los derechos constitucionales de los trabajadores o que desconozca o rebaje su dignidad.

El trabajo en sus diversas modalidades, es objeto de protección por el Estado,  sin disminución alguna y dentro de un régimen de igualdad de trato.

La ley señala la proporción preferente que corresponde a los trabajadores nacionales tanto en el número como en el monto total de remuneraciones de la empresa, según el caso.

Artículo 48.El Estado reconoce el derecho de estabilidad en el trabajo. El trabajador solo puede ser despedido por causa justa, señalada en la ley debidamente comprobada.

Artículo 57.Los derechos reconocidos de los trabajadores son irrenunciables. Su ejercicio esta garantizado por la Constitución. Todo pacto en contrario es nulo. En la interpretación o duda sobre el alcance y contenido de cualquier disposición en materia de trabajo, se esta a lo que es mas favorable al trabajador.

CONSTIUCION DE 1993


Capítulo II
De los derechos sociales y económicos

Artículo 18°.- Educación universitaria
La  educación  universitaria  tiene  como  fines  la  formación  profesional,  la  difusión  cultural,  la creación  intelectual  y  artística  y  la  investigación  científica  y  tecnológica.  El  Estado  garantiza  la libertad de cátedra y rechaza la intolerancia.

Las universidades son promovidas por entidades privadas o  públicas. La ley fija las condiciones  para autorizar su funcionamiento.

La  universidad  es  la  comunidad  de  profesores,  alumnos  y  graduados.  Participan  en  ella  los representantes de los promotores, de acuerdo a ley.

Cada  universidad  es  autónoma  en  su  régimen  normativo,  de  gobierno,  académico, administrativo y económico. Las universidades se rigen por sus propios estatutos en el marco de la Constitución y de las leyes.

Artículo 22°.- Protección y fomento del empleo

El trabajo es un deber y un derecho. Es base del  bienestar social y un medio de realización de la persona.

LEY UNIVERSITARIA LEY N° 23733
De los profesores
Articulo 43°-Es inherente a la docencia universitaria la investigación, la enseñanza, la capacitación permanente y la producción intelectual.

ARTICULO44°- Los profesores universitarios son:

Ordinarios, Extraordinarios y Contratados.

Los Profesores Ordinarios son de las categorías siguientes:

Principales Asociados y Auxiliares.

Los Profesores Extraordinarios son: Eméritos, Honorarios,

Investigadores y Visitantes.

Los Profesores Contratados son los que prestan servicios  a plazos determinado y en las condiciones que fija en respectivo contrato.

Los Jefes de Práctica, Ayudantes de Cátedra o de Laboratorio y demás formas análogas de colaboración a la labor de profesor, realizan una actividad preliminar a la carrera docente. El tiempo en que se ejerce  la función de Jefe de Práctica  se computa, para el que obtenga la  categoría de Profesor Auxiliar, como tiempo de servicios de la docencia.

NUEVA LEY UNIVERSITARIA LEY Nº 30220
Artículo 84. Periodo de evaluación para el nombramiento y cese de los profesores ordinarios

El periodo de nombramiento de los profesores ordinarios es de tres (3) años para los profesores auxiliares, cinco (5) para los asociados y siete (7) para los principales. Al vencimiento de dicho periodo, los profesores son ratificados, promovidos o separados de la docencia a través de un proceso de evaluación en función de los méritos académicos que incluye la producción científica, lectiva y de investigación.

El nombramiento, la ratificación, la promoción y la separación son decididos por el Consejo Universitario, a propuesta de las correspondientes facultades.

Toda promoción de una categoría a otra está sujeta a la existencia de plaza vacante y se ejecuta en el ejercicio presupuestal siguiente.

La edad máxima para el ejercicio de la docencia en la universidad pública es setenta años. Pasada esta edad solo podrán ejercer la docencia bajo la condición de docentes extraordinarios y no podrán ocupar cargo administrativo.

La universidad está facultada a contratar docentes. El docente que fue contratado puede concursar a cualquiera de las categorías docentes, cumpliendo los requisitos establecidos en la presente Ley

LEY DE BASES DE LA CARRERA ADMINISTRATIVA Y DE REMUNERACIONES DEL SECTOR PÚBLICO - DECRETO LEGISLATIVO Nº 276.
Artículo 35.- Son causas justificadas para cese definitivo de un servidor: 

 a) Límite de setenta años de edad; 

 b) Pérdida de la Nacionalidad; 

c) Incapacidad permanente física o mental; y 

 d) Ineficiencia o ineptitud comprobada para el desempeño del cargo.
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